
 

 

LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA  

Magistrado ponente 

 

STC17252-2019 

Radicación n.° 11001-02-03-000-2019-04050-00 
(Aprobado en sesión de dieciséis de diciembre de dos mil diecinueve) 

 

Bogotá, D.C., dieciocho (18) de diciembre de dos mil 

diecinueve (2019) 

 

Decide la Corte la acción de tutela formulada por 

Adolfo León Zape Loboa, Carmen Emilia Mosquera Rengifo, 

Brandon Andrés Zape Caicedo, Juan Carlos y Alexa 

Hovanna Zape Mosquera, frente a la Sala Civil del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali, integrada por los 

magistrados Hernando Rodríguez Mesa, Carlos Alberto 

Romero Sánchez y Homero Mora Insuasty, y el Juzgado 

Once Civil del Circuito de esa ciudad, con ocasión del juicio 

de responsabilidad civil extracontractual adelantado por 

Adolfo León Zape Loboa y otros contra Siderúrgica de 

Occidente S.A. 
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1. ANTECEDENTES 
 

1. Los querellantes reclaman la protección de las 

prerrogativas al debido proceso y acceso a la administración 

de justicia, presuntamente conculcadas por las autoridades 

convocadas. 

 

2. De la lectura del escrito tutelar y la revisión de las 

pruebas adosadas al plenario, se desprenden como hechos 

que soportan la presente salvaguarda los descritos a 

continuación: 

 

En el decurso criticado, el 27 de junio de 2017, se 

profirió sentencia de primera instancia denegatoria de las 

pretensiones, decisión recurrida en apelación por los 

demandantes. 

 

El 24 de septiembre de 2019, la colegiatura 

censurada revocó la providencia de primer grado y declaró 

la responsabilidad civil extracontractual de la pasiva, 

determinación en la cual no se reconoció indemnización, 

por daño moral, a los nietos del lesionado Adolfo León Zape 

Loboa a pesar de “haber demostrado su legitimación en la 

causa como parientes cercanos de la víctima directa”. 

 

Afirma que la corporación querellada incurrió en vía 

de hecho, pues desconoció  

 

“(…) la fuerza vinculante del precedente jurisprudencial tanto de 
la Corte Constitucional como del Consejo de Estado y Corte 
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Suprema de Justicia, el derecho fundamental al debido proceso y 
de acceso a la administración de justicia, cuando no indemniza a 
los nietos del lesionado señor Adolfo León Zape Loboa, al 
considerar que estos no demostra[ron] sufrimiento alguno a 
pesar de haber probado su calidad de parientes cercanos del 
lesionado con sus respectivos registros civiles de nacimientos”. 

 

3. Solicita, en concreto, se ordene adicionar la 

sentencia de segunda instancia y reconocer el daño moral a 

los nietos de la víctima del accidente de tránsito. 

 

1.1. Respuesta de los accionados  
 

El juzgado convocado sostuvo que los argumentos 

denegatorios del daño moral pretendido por los quejosos 

están esbozados en la decisión de segunda instancia. 

Agregó no haber vulnerado los derechos fundamentales, 

pues su gestión se supeditó a las normas que regulan la 

materia (folios 61 y 62). 

 

2. CONSIDERACIONES 

 

1. Los actores pretenden, a través de este mecanismo 

excepcional, se “adicione” la sentencia de 24 de septiembre 

de 2019, revocatoria de la dictada el 27 de junio de 2017, 

donde, a pesar de haberse accedido a las pretensiones, se 

negó la indemnización por daño moral a los nietos de la 

víctima del accidente. 

 

2. Del relato realizado por los promotores se advierte, 

su inconformidad radica en la negativa del tribunal a la 

reparación solicitada por el concepto antes indicado; por 

tanto, a ese aspecto del fallo se circunscribirá este estudio, 
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pues no existe ningún otro reproche frente a las decisiones 

adoptadas por dicha corporación. 

 

3. Para desatar este asunto, resulta pertinente 

señalar que los perjuicios inmateriales se componen por los 

perjuicios a la vida de relación y el daño moral, de los 

cuales la jurisprudencia de la Sala ha señalado: 

 

“Perjuicios inmateriales. El “daño fisiológico” cual lo invoca 

el petitum de la demanda [fl.20 c-1], consistente en el mismo 

“daño a la vida de relación” según nomenclatura de esta Sala1 

y definido como la afectación a la «vida exterior, a la intimidad, 

a las relaciones interpersonales» producto de las secuelas que 

las lesiones dejaron en las condiciones de existencia de la 

víctima”.  

 

“Esa clase de perjuicio, tiene dicho la jurisprudencia, es de 

estirpe extrapatrimonial por referirse a la alteración de las 

condiciones de existencia al no poder seguir disfrutando de los 

placeres de la vida o realizando las funciones vitales y se 

concreta «(…) sobre intereses, derechos o bienes cuya 

apreciación es inasible, porque no es posible realizar una 

tasación que repare en términos absolutos su intensidad», tiene 

su reflejo en el ámbito «(…) externo del individuo (…)», en los 

«(…) impedimentos, exigencias, dificultades, privaciones, 

vicisitudes, limitaciones o alteraciones temporales o definitivas» 

que debe soportar la víctima en el desempeño de su entorno 

«(…) personal, familiar o social». 

 

“(…) 

 
“La valoración de esta clase de perjuicio por ser inmaterial o 

extrapatrimonial se ha confiado al discreto arbitrio de los 

falladores judiciales, sin embargo, ello no “equivale a abrirle paso 

a antojadizas intuiciones pergeñadas a la carrera para sustentar 

condenas excesivas, sino que a dichos funcionarios les impone el 

deber de actuar con prudencia, evitando en primer lugar servirse 

de pautas apriorísticas (…)”2  (…)”.  

                                                           
1 CSJ Civil sentencia de 28 abril de 2014, exp. 2009-00201-01; reiterada en sentencia de 5 
agosto de 2014, exp. 2003-00660-01. 
2 CSJ Civil sentencia de 25 de noviembre de 1992, exp. 3382. 
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“Por ello, para su cuantificación deben apreciarse las 

particularidades especiales de cada caso, pues son ellas las 

que permiten a la jurisprudencia adaptar los criterios objetivos a 

las situaciones concretas de esa realidad; y en tal sentido, se 

hace necesario tener en cuenta las condiciones personales de la 

víctima, apreciadas según los usos sociales, la intensidad de la 

lesión, la duración del perjuicio, entre otras situaciones que el 

juez logre advertir para la determinación equitativa del monto 

del resarcimiento”. (sublínea fuera de texto). 

 

“(…) 

 

“Perjuicio inmaterial por daño moral (…). [En el caso 

examinado e]se sufrimiento y dolor se presume también lo 

padecen los padres y hermanas por tratarse de una familia con 

fuertes lazos afectivos, pues para el momento de presentación 

del libelo [24 feb. 2004], tres años después de sucedido el 

accidente, aún convivían bajo un mismo techo, amén de que 

esta presunción no fue desvirtuada” (se subraya).  

 

Recuerda la Corte, éste perjuicio no constituye un «regalo u 

obsequio gracioso», tiene por propósito reparar «(…) in casu con 

sujeción a los elementos de convicción y las particularidades de 

la situación litigiosa», de acuerdo con el ponderado arbitrio 

iudicis, «sin perjuicio de los criterios orientadores de la 

jurisprudencia, en procura de una verdadera, justa, recta y 

eficiente impartición de justicia, derrotero y compromiso 

ineludible de todo juzgador»3 (…)”4. 

 

4. Se observa que la colegiatura fustigada, en la 

providencia censurada, infirmó la de primer grado y, en 

definitiva, accedió a las reclamaciones de los demandantes, 

declarando la responsabilidad civil extracontractual en 

cabeza de Siderúrgicas de Occidente S.A. por los hechos 

ocurridos en el insuceso acaecido el 18 de noviembre de 

2009, donde se vio afectado Adolfo León Zape Loboa; sin 

embargo, exceptuó de compensación a los menores, nietos 

                                                           
3 CSJ Civil sentencia de 9 julio de 2010, exp. 1999-02191-01. 
4 CSJ Civil sentencia de 6 de mayo de 2016, exp. 2004-00032-01. 
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del afectado, pues, sostuvo, no existió prueba demostrativa 

de los daños sufridos por ellos a raíz del accidente. 

 

5. Exclusivamente, se concederá el amparo 

deprecado, en relación con la falta de motivación del 

tribunal al negar el reconocimiento de los perjuicios morales 

a los nietos de la víctima. 

 

Toda indemnización que se reclame ante la 

jurisdicción exige la comprobación del perjuicio generador 

de tal compensación, sin que de ello escapen los “daños 

morales” comprendidos como la tristeza, congoja, angustia y 

dolor sufridos por la víctima de dicho menoscabo y por los 

que integran su estrecho núcleo familiar, quienes también 

se ven afectados por esa circunstancia, dados los fuertes 

lazos de cariño y amor existentes entre ellos. 

 

Para la estimativa económica, la Sala ha precisado 

que el juez actuará prudentemente, pero con inteligencia y 

ponderación para fijarlos, utilizando también las 

presunciones, las inferencias, las reglas de experiencia y los 

demás elementos de juicio, para al margen del petitum 

cuantificarlos y reconocerlos, pero fincado en la causa 

petendi efectuando las resoluciones del caso. La decisión 

devendrá, así no haya sido peticionado expresamente su 

ítem indemnizatorio, no obstante, reconociéndolos, 

siguiendo las pautas jurisprudenciales y sin actuar con 

excesos. 
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Una vez comprobados los presupuestos que integran 

la responsabilidad civil, entre ellos el daño, le compete al 

juez cuantificar la suma correspondiente a cada una de las 

tipologías que el demandante haya acreditado, pero, en 

relación con los extrapatrimoniales, según se viene 

razonando. Para tal efecto, la regla establecida por el 

artículo 16 de la Ley 446 de 1998, dispone que “(…) la 

valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, 

atenderá los principios de reparación integral y equidad y 

observará los criterios técnicos actuariales (…)” (se resalta). 

 

Lo anterior supone, de un lado, el deber jurídico de 

resarcir todos los daños ocasionados a la persona o bienes 

de la víctima, al punto de regresarla a una situación 

idéntica o parecida al momento anterior a la ocurrencia del 

hecho lesivo; y de otro, la limitación de no excederse en tal 

reconocimiento pecuniario, porque la indemnización no 

constituye fuente de enriquecimiento. 

 

No obstante, la obligación de reparación integral del 

daño exige, como presupuesto habilitante, la demostración 

de los perjuicios, por cuanto los mismos no se aprecian 

inequívocos per sé.  

 

Ya bien lo dijo esta Corte en los albores del siglo XX, al 

afirmar que “(…) la existencia de perjuicios no se presume en 

ningún caso; [pues] no hay disposición legal que establezca 

tal presunción (…)”5. Sin embargo, tratándose de perjuicios 

inmateriales, se presume, por tanto, su indemnización es 

                                                           
5 CSJ SC. Sentencia de 19 de junio de 1925 (G.J. T. XXXII, pág. 374). 
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oficiosa por virtud del principio de reparación integral; por 

supuesto, se itera, ayudado de los elementos de convicción 

que obren en el juicio, atendiendo la naturaleza del derecho 

afectado y la prudencia racional del juez. 

Aun cuando, al parecer, al pleito objetado por esta vía 

constitucional por los identificados petentes no se allegaron 

pruebas psicológicas o psiquiátricas que demostraran el 

daño padecido, ello no era suficiente para denegar la 

indemnización de los “daños morales” demandada, sobre 

todo, por los nietos de Adolfo Zape León, pues, dentro del 

plenario, se acreditó tal calidad y no se desvirtuó que ellos 

conformaran la familia cercana del citado señor; por tanto, 

atendiendo al precedente jurisprudencial de esta Sala 

transcrito, en lo pertinente, era dable presumir, en 

principio, el menoscabo padecido por los menores ante las 

afectaciones sufridas por la víctima del accidente y los 

eventuales perjuicios inmateriales.  

 

Así las cosas, erró el tribunal al soslayar analizar lo 

relacionado con los “daños morales” reclamados por los 

demandantes. 

 

6. Es indispensable indicar que a todo funcionario 

judicial le asiste el deber de sustentar razonadamente sus 

determinaciones, apoyado en la normatividad aplicable a la 

materia; por ende, refulge con claridad el quebranto al 

debido proceso. 

 

Aunque los proveídos de los administradores de 

justicia son en principio ajenos al análisis propio de la 
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acción de amparo consagrada en el artículo 86 de la Carta 

Política, en los eventos en los cuales la respectiva autoridad 

profiere alguna decisión ostensiblemente arbitraria, en 

contravía de la legislación, como lo es la aquí atacada, es 

factible la intervención de esta particular sede en aras de 

reparar esa situación. 

   

7. En consecuencia, la Corte hará el control 

constitucional propio de la acción de tutela, así como 

también el de convencionalidad, dimanante del bloque de 

constitucionalidad, según lo previsto en la Convención 

Americana de Derechos Humanos, que establece el deber a 

los países suscriptores de ese instrumento de procurar 

armonizar el ordenamiento interno al mismo, para evitar 

cualquier disonancia entre uno y otro, así se consignó en 

sus preceptos primero y segundo: 

 

“(…) Artículo 1.  Obligación de Respetar los Derechos: 1. Los 

Estados Partes en esta Convención se comprometen a respetar 

los derechos y libertades reconocidos en ella y a garantizar su 

libre y pleno ejercicio a toda persona que esté sujeta a su 

jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos de raza, 

color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier 

otra índole, origen nacional o social, posición económica, 

nacimiento o cualquier otra condición social”. 

 

“2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser 

humano”. 

 

“Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho Interno. 

Si el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en el 

artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones 

legislativas o de otro carácter, los Estados Partes se 

comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 

constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las 
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medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias 

para hacer efectivos tales derechos y libertades (…)” 

 

De esta manera, las reglas de aquella normatividad 

deben observarse en asuntos como éste, so pena de 

incumplir obligaciones internacionales. Por tanto, es 

menester tener en consideración las prerrogativas a las 

“garantías judiciales” y a la “protección judicial”, según las 

cuales, una persona podrá acudir ante las autoridades 

jurisdiccionales competentes para obtener la pronta y eficaz 

resolución de sus litigios.  

 

En el presente caso, como se anotó, la colegiatura 

accionada negó el pago de un “daño moral” sin realizar el 

estudio adecuado, en aras de establecer quiénes 

conformaban el real núcleo familiar de la víctima, Adolfo 

León Zape Loboa, y la posibilidad de decretar, por esa sola 

condición, la indemnización de tal menoscabo, generando 

con esa desatención, el quebranto de las prerrogativas de 

los actores.  

  

El proceder de la aquí accionada contraviene los 

cánones 8.1 y 25 del tratado atrás señalado: 

 

“(…) Art. 8. Garantías Judiciales. 1. Toda persona tiene derecho 

a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo 

razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e 

imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la 

sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra 

ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de 

orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter (…)”. 

 

“(…) Art. 25. Protección Judicial. 1. Toda persona tiene derecho 

a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo 
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ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra 

actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la 

Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal 

violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de 

sus funciones oficiales”. 
 

“2. Los Estados Partes se comprometen: “a) a garantizar que la 

autoridad competente prevista por el sistema legal del Estado 

decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal 

recurso; “b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y 

“c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades 

competentes, de toda decisión en que se haya estimado 

procedente el recurso (…)” (Subrayas fuera de texto). 

 

El mandato 27 de la Convención de Viena, sobre el 

Derecho de los Tratados de 19696,  debidamente ratificada 

por Colombia, según la cual: “(…) Una parte no podrá 

invocar las disposiciones de su derecho interno como 

justificación del incumplimiento de un tratado (…)”7, impone 

su observancia en forma irrestricta cuando un Estado parte 

lo ha suscrito o se ha adherido al mismo. 

 

7.1. Aunque podría argumentarse la viabilidad del 

control de convencionalidad sólo en decursos donde se halla 

el quebranto de garantías sustanciales o cuando la 

normatividad interna es contraria a la internacional sobre 

derechos humanos, se estima trascendente efectuar dicho 

seguimiento en todos los asuntos donde se debata la 

conculcación de prerrogativas iusfundamentales, así su 

protección resulte procedente o no. 

 

Lo aducido porque la enunciada herramienta le 

permite a los Estados materializar el deber de garantizar los 

                                                           
6 Suscrita en Viena el 23 de mayo de 1969. 
7 Aprobada por Colombia mediante la Ley 32 de 1985. 
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derechos humanos en el ámbito doméstico, a través de la 

verificación de la conformidad de las normas y prácticas 

nacionales, con la Convención Americana de Derechos 

Humanos y su jurisprudencia, ejercicio que según la Corte 

Interamericana se surte no sólo a petición de parte sino ex 

officio8. 

 

No sobra advertir que el régimen convencional en el 

derecho local de los países que la han suscrito y aprobado, 

no constituye un sistema opcional o de libre aplicación en 

los ordenamientos patrios; sino que en estos casos cobra 

vigencia plena y obligatoriedad con carácter impositivo para 

todos los servidores estatales, debiendo realizar no 

solamente un control legal y constitucional, sino también el 

convencional; con mayor razón cuando forma parte del 

bloque de constitucionalidad sin quedar al arbitrio de las 

autoridades su gobierno.       

 

7.2. El aludido control en estos asuntos procura, 

además, contribuir judicial y pedagógicamente tal cual se le 

ha ordenado a los Estados denunciados –incluido 

Colombia-9, a impartir una formación permanente de 

Derechos Humanos y DIH en todos los niveles jerárquicos 

de las Fuerzas Armadas, jueces y fiscales10; así como 

realizar cursos de capacitación a funcionarios de la rama 

                                                           
8 Corte IDH. Caso Gudiél Álvarez y otros (“Diario Militar”) contra Guatemala. Sentencia de 
noviembre 20 de 2012. Serie C No. 253, párrafo 330. 
9 Corte IDH, Caso Vélez Restrepo y familiares Vs. Colombia, Excepción preliminar, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 3 de septiembre de 2012. Serie C No. 248, párrs. 259 a 
290, criterio reiterado Caso Masacre de Santo Domingo Vs. Colombia, Excepciones 
preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 30 de noviembre de 2012. Serie C 
No. 259, párrs. 295 a 323. 
10 Corte IDH, Caso de la Masacre de Las Dos Erres Vs. Guatemala, Excepción Preliminar, 
Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 24 de noviembre de 2009. Serie C No. 211, 
párrs. 229 a 274.  
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ejecutiva y judicial y campañas informativas públicas en 

materia de protección de derechos y garantías11. 

 

Insistir en la aplicación del citado control y esbozar el 

contenido de la Convención Interamericana de Derechos 

Humanos en providencias como la presente, le permite no 

sólo a las autoridades conocer e interiorizar las obligaciones 

contraídas internacionalmente, en relación con el respeto a 

los derechos humanos, sino a la ciudadanía informarse en 

torno al máximo grado de salvaguarda de los mismos.  

 

Además, pretende contribuir en la formación de una 

comunidad global, incluyente, respetuosa de los 

instrumentos internacionales y de la protección de las 

garantías fundamentales en el marco del sistema americano 

de derechos humanos.    

 

8. De acuerdo con lo discurrido, la protección 

impetrada será otorgada, para que el colegiado estudie de 

nuevo lo atinente a los “daños morales” reclamados en favor 

de los nietos de Adolfo León Zape Loboa, y establezca si en 

realidad aquéllos conforman una familia y debido a ello es 

viable compensar el citado menoscabo. 

 

3. DECISIÓN 

 

                                                           
11 Corte IDH, Caso Furlan y familiares Vs. Argentina, Excepciones preliminares, Fondo, 
Reparaciones y Costas. Sentencia de 31 de agosto de 2012. Serie C No. 246, párrs. 278 a 
308.  
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En mérito de lo expuesto, la Corte Suprema de 

Justicia, en Sala de Casación Civil, administrando justicia 

en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

 

 

 

 

RESUELVE: 

 

PRIMERO: CONCEDER la tutela solicitada por 

Adolfo León Zape Loboa, Carmen Emilia Mosquera Rengifo, 

Brandon Andrés Zape Caicedo, Juan Carlos y Alexa 

Hovanna Zape Mosquera, frente a la Sala Civil del Tribunal 

Superior del Distrito Judicial de Cali, integrada por los 

magistrados Hernando Rodríguez Mesa, Carlos Alberto 

Romero Sánchez y Homero Mora Insuasty, y el Juzgado 

Once Civil del Circuito de esa ciudad, con ocasión del juicio 

de responsabilidad civil extracontractual adelantado por 

Adolfo León Zape Loboa y otros contra Siderúrgica de 

Occidente S.A. 

 

En consecuencia, se le ordena al juzgador accionado 

que en el término de cuarenta y ocho (48) horas contadas 

desde el enteramiento de esta providencia, deje sin efectos 

el fallo emitido dentro del caso materia de este auxilio, 

exclusivamente, en lo relacionado con los “daños morales” 

reclamados por los tutelantes y se pronuncie de nuevo 

sobre ese tópico atendiendo a lo expresado en esta 

determinación. 
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SEGUNDO: Notifíquese lo así decidido, mediante 

comunicación telegráfica, a todos los interesados. 

 

TERCERO: Si este fallo no fuere impugnado remítase 

el expediente a la Corte Constitucional para su eventual 

revisión. 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

(con ausencia justificada) 

 

OCTAVIO AUGUSTO TEJEIRO DUQUE 

Presidente de Sala 

 

 

 

 

 

ÁLVARO FERNANDO GARCÍA RESTREPO 

 

 

 

 

 

AROLDO WILSON QUIROZ MONSALVO 

 

 

 

 

 

LUIS ALONSO RICO PUERTA 

Con aclaración de voto 

 

 

(con ausencia justificada) 
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ARIEL SALAZAR RAMÍREZ 

 

 

 

 

 

LUIS ARMANDO TOLOSA VILLABONA 
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ACLARACIÓN DE VOTO 

 

 

Aunque comparto la decisión adoptada por la 

Honorable Sala, dado el acierto en su motivación, 

respetuosamente aclaro mi voto con el exclusivo propósito 

de resaltar que se torna innecesario en el ejercicio 

jurisdiccional cotidiano, incluir de forma genérica y 

automática una mención sobre el empleo del denominado 

«control de convencionalidad». 

 

Ciertamente, de conformidad con la propia 

jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, cuando un Estado ha ratificado un tratado 

internacional como la Convención Americana, surge, entre 

otros deberes, el imperativo para sus jueces de examinar ex 

officio, en sus decisiones, la vigencia material de lo pactado. 

 

De esta manera, el «control de convencionalidad» 

comporta una actitud de consideración continua que deberá 

acentuarse y manifestarse expresamente, tan solo en 

aquellos pronunciamientos donde se advierta comprometido 

o amenazado «el efecto útil de la Convención»12, lo cual 

acontecerá en los eventos donde pueda verse «mermado o 

anulado por la aplicación de leyes contrarias a sus disposiciones, 

objeto y fin del instrumento internacional o del estándar internacional 

                                                           
12 CIDH. Caso Trabajadores Cesados del Congreso (Aguado Alfaro y otros) contra 

Perú. Sentencia de 24 de noviembre de 2006. Serie C No. 158, párrafo 128. 



Radicación n.º 11001-02-03-000-2019-04050-00 

 
18 

 

de protección de los derechos humanos»13; todo lo cual resulta 

ajeno al presente caso. 

 

En los anteriores términos dejo fundamentada mi 

aclaración de voto con comedida reiteración de mi respeto 

por la Honorable Sala de Casación Civil. 

 

 

 

 

 

LUIS ALONSO RICO PUERTA 
Magistrado 

 

                                                           
13 CIDH. Caso Heliodoro Portugal contra Panamá. Sentencia de enero 27 de 2009. 

Serie c No. 186, párrafo 180. 


